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Panel integrado por su presidenta la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 
Rodríguez Casillas y el Juez Rivera Torres. 

 
Rivera Torres, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de enero de 2020. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, Link Active, 

Inc. (en adelante LAI o el peticionario) mediante el recurso de 

Certiorari de epígrafe solicitándonos que revoquemos la Resolución 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (el 

TPI) el 17 de diciembre de 2019, notificada ese mismo día. En dicha 

Resolución el TPI declaró No Ha Lugar a la solicitud de desestimación 

presentada por Link Active, Inc.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos la expedición del recurso de certiorari solicitado.  

I. 

La Sra. Rosa Rivera Semprit (en adelante la señora Rivera 

Semprit o la recurrida) presentó por derecho propio ante la Oficina 

de Mediación y Adjudicación (OMA) del Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos una querella contra su patrono, el aquí 
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peticionario. La referida querella (núm. AC-17-477) se notificó a LAI 

el 30 de abril de 2019.1 Posteriormente, el 19 de junio de 2019 la 

Secretaria del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 

presentó una querella (núm. BY2019CV03450) ante el TPI en 

representación y para el beneficio de la Sra. Rosa Rivera Semprit.  

El 14 de agosto de 2019, archivada en autos ese mismo día, 

el TPI dictó la Sentencia en el referido caso. En la misma dispuso y 

citamos:2  

… 
     O sea, la parte querellante presentó en dos foros 
diferentes, la misma causa de acción por despido 
injustificado bajo la Ley 80. No podemos aceptar y 
mucho menos alentar la práctica de aprovechar la 
concurrencia de jurisdicciones para establecer la 
dualidad de procedimientos en instancia sobre una 
misma controversia. Charana, supra. Somos del 
criterio que litigar el mismo asunto en dos foros a la 
vez no es la mejor práctica, pues se corre el riesgo de 
obtener resoluciones inconsistentes sobre un mismo 
asunto litigioso, lo que siempre es indeseable y debe 
evitarse. Véase Diez Rodríguez v. Guzmán Ruiz, 108 
DPR 371 (1979). 

[…] 
     Tomando en consideración todos estos factores, la 
controversia de epígrafe debe dirimirse a la luz de la 
doctrina de “comity”, explicada anteriormente, y este 
Tribunal opta por declinar su jurisdicción a favor del 
foro administrativo. Específicamente, la Oficina de 
Mediación y Adjudicación de Conflicto. Se aclara que si 
la OMA se ve impedida de atender la reclamación de la 
Sra. Torres Reyes en representación de la Sra. Rivera 
Semprit, o si simplemente decide eventualmente no 
hacerlo, y la desestima sin perjuicio, no se entenderá 
que la causa presentada nuevamente ante el foro 
estatal quedó adjudicada. 
… [Énfasis Nuestro] 
 

Así las cosas, los tramites continuaron en cuanto a la querella 

AC-17-477 presentada ante la OMA. El 30 de mayo de 2019, estando 

la señora Rivera Semprit representada por el Departamento del 

Trabajo, presentó una Moción de Desistimiento. Adujo que estaba 

desistiendo sin perjuicio de los procesos ante dicho foro para 

presentar el mismo ante el Tribunal de Primera Instancia.3 

                                                 
1 Véase Apéndice del Recurso, págs. 1 y 2.  
2 Íd., a las págs. 31 y 32.  
3 Íd., a la pág. 16.  
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El 1 de octubre de 2019 la Secretaria del Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos, como ya mencionamos, presentó una 

querella ante el TPI en representación y para el beneficio de la señora 

Rivera Semprit. El 3 de diciembre de 2019 LAI presentó una Moción 

de Desestimación al amparo de las doctrinas de jurisdicción 

primaria y de agotamiento de remedios administrativos. En síntesis, 

adujo que la OMA es el foro administrativo con la pericia para 

atender el reclamo de la señora Rivera Semprit y alegó que esta debió 

agotar todos los remedios disponibles ante la agencia. El 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos en representación 

de la señora Rivera Semprit presentó una Réplica a Moción de 

Desestimación.  

Atendida ambas mociones, el 17 de diciembre de 2019, 

notificada ese mismo día, el TPI dictó la Resolución aquí recurrida 

declarando No Ha Lugar a la solicitud de desestimación y consignó 

lo siguiente:  

[…] LA OFICINA DE MEDIACIÓN Y ADJUDICACIÓN 
DEL DEPARTAMENTO DEL TRABAJO TENDRÁ 
JURISDICCIÓN CONCURRENTE CON EL TRIBUNAL 
DE PRIMERA INSTANCIA, A OPCIÓN DEL 
QUERELLANTE O RECLAMANTE. SE ORDENA LA 
CONTINUACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS.  
 

Inconforme con dicha determinación, el peticionario presentó 

el recurso que nos ocupa señalando como único error el siguiente: 

ERRÓ EL TPI AL NO DESESTIMAR LA QUERELLA AL 

AMPARO DE LA DOCTRINA DE JURISDICCIÓN 
PRIMARIA.  

 

El 30 de diciembre de 2019 LAI presentó una Moción 

Informativa sobre presentación del recurso y cumplimiento con 

requisito de notificación, nos damos por enterados. 

Examinado el recurso presentado, determinamos prescindir 

del escrito en oposición. Regla 7 del Reglamento de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-A, R. 7). 
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II. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52, 

establece que el recurso de certiorari para resolver resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurre de: (1) una resolución u orden bajo las Reglas 56 (Remedios 

Provisionales) y 57 (Injunction) de Procedimiento Civil; (2) la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo; y (3) por 

excepción de: (a) decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales; (b) asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios; (c) anotaciones de rebeldía; (d) casos de relaciones de 

familia; (e) casos que revistan interés público; y (f) cualquier otra 

situación en la que esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. 

Por otro lado, el auto de certiorari constituye un vehículo 

procesal discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía 

revisar las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders at al. 

v. BBVAPR, 185 DPR 307, a las págs. 337-338 (2012); García v. 

Padró, 165 DPR 324, a las págs. 334-335 (2005); Negrón v. Srio. de 

Justicia, 154 DPR 79, a las págs. 90-92 (2001). La reseñada 

discreción ha sido definida en nuestro ordenamiento jurídico como 

una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera. Ello no significa poder actuar en 

una forma u otra, haciendo abstracción del resto del derecho, pues 

constituiría un abuso de discreción. Negrón Placer v. Srio. de 

Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).   

Para poder ejercer sabiamente nuestra facultad discrecional 

en la consideración de los asuntos planteados mediante dicho 

recurso, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, dispone lo siguiente: 
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El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 

Estos criterios sirven de guía para poder determinar, de 

manera sabia y prudente, si procede o no intervenir en el caso en la 

etapa del procedimiento en que se encuentra el caso. Torres Martínez 

v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). Por otro lado, el ejercicio 

de las facultades de los Tribunales de Primera Instancia merece 

nuestra deferencia, por tanto, solo intervendremos con el ejercicio 

de dicha discreción en aquellas instancias que se demuestre que el 

foro recurrido: (1) actuó con prejuicio o parcialidad; (2) incurrió en 

un craso abuso de discreción; o (3) se equivocó en la interpretación 

de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo. Ramos v. Wal-

Mart, 165 DPR 510, 523 (2006); Rivera Durán v. Banco Popular de 

Puerto Rico, 152 DPR 140, 154 (2000). 

No empece lo anterior, al tratarse el presente pleito de un 

procedimiento especial al amparo de la Ley núm. 2, supra, es preciso 

remitirnos a lo expuesto en dicha ley y la jurisprudencia 

interpretativa. La Ley núm. 2 de 17 de octubre de 1961, 32 LPRA 

secs. 3118-3132, provee un procedimiento sumario para las 

reclamaciones laborales de obreros y empleados contra sus 

patronos, relacionados a salarios, beneficios y otros derechos 

relativos al ámbito laboral. El alcance de dicha ley se ha extendido 
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a procesos judiciales relacionados con reclamaciones por: “(1) 

cualesquiera derechos o beneficios laborales; (2) cualesquiera 

sumas en concepto de compensación por trabajo o labor realizado; 

(3) cualesquiera compensaciones en caso de que dicho obrero o 

empleado hubiese sido despedido de su empleo sin justa causa, o 

(4) cuando el Legislador lo haya dispuesto expresamente al aprobar 

otras leyes protectoras de los trabajadores.” Rivera v. Insular Wire 

Products Corp., 140 DPR 912, 922 (1996).  

En nuestro ordenamiento se ha reconocido que la naturaleza 

sumaria de este procedimiento responde a la política pública de 

“abreviar el procedimiento de forma que sea lo menos oneroso 

posible para el obrero.” Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 

DPR 483, 492 (1999). Por ello, solo se ha permitido que este tribunal 

revise resoluciones interlocutorias provenientes de un 

procedimiento sumario al amparo de la referida ley cuando dicha 

resolución sea dictada sin jurisdicción, de forma ultra vires o en 

casos extremos en los cuales los fines de la justicia requieran la 

intervención de este tribunal. Íd., pág. 498. Nuestro Tribunal 

Supremo ha sido enfático respecto a este punto en diversas 

ocasiones. Alfonso Brú v. Trane Export, Inc., 155 DPR 158, 171 

(2001); Aguayo Pomales v. R & G Mortg., 169 DPR 36, 45-46 (2006) 

y en el más reciente Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 2016 

TSPR 36. La razón de ser de esta norma general de abstención es 

evitar dilaciones que normalmente las revisiones de 

determinaciones interlocutorias conllevan, lo que precisamente 

derrotaría el fin perseguido por el procedimiento sumario. Dávila, 

Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra, pág. 498. 

III. 

 En el caso ante nuestra consideración, el peticionario nos 

solicitó que ejerzamos nuestra facultad discrecional y revoquemos 

la Resolución interlocutoria dictada por el foro primario declarando 
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no ha lugar a la solicitud de desestimación y ordenando la 

continuación de los procedimientos. Como bien surge de las normas 

antes expuestas, únicamente tenemos la facultad de revisar 

dictámenes interlocutorios emitidos en litigios bajo el procedimiento 

sumario de reclamaciones laborales cuando sean ultra vires, 

dictados sin jurisdicción o cuando existan circunstancias extremas 

en las que se requiera nuestra intervención a los fines de evitar un 

fracaso a la justicia.  

 Asimismo, enfatizamos que la Ley núm. 384-2004 dispone 

claramente que la OMA tendrá jurisdicción concurrente con el 

tribunal de primera instancia a opción del querellante o 

reclamante. Artículo 1 de la Ley núm. 384-2004, 3 LPRA sec. 320. 

Por ende, el dictamen impugnado no fue emitido sin jurisdicción ni 

nuestra intervención tendría el efecto de evitar una injusticia. Mas 

bien el contenido de la resolución está fundamentado en el lenguaje 

claro de la norma contenida en el referido estatuto. Nótese, además, 

que la querella presentada ante la OMA se archivó sin perjuicio por 

dicha agencia a solicitud de la recurrida.4     

 En conclusión, la determinación recurrida no reúne los 

elementos de la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, o de la 

jurisprudencia interpretativa de la Ley núm. 2, supra, para justificar 

nuestra intervención. Reiteramos que estas normas existen para 

evitar las dilaciones que normalmente conllevan la revisión de 

dictámenes interlocutorios, que derrotarían el propósito de un 

procedimiento sumario laboral.  

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del auto solicitado. 

                                                 
4 De igual manera en la Sentencia dictada en el caso BY2019CV03450 el TPI 

señaló que si la OMA desestimaba sin perjuicio la reclamación no se entendería 

que la causa presentada nuevamente ante el foro estatal quedó adjudicada. 
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 Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


